
EL SISTEMA LEGAL DE LA ORGANIZACIÓN 
MUNDIAL DE COMERCIO Y LOS 

DERECHOS HUMANOS 

En el fenómeno mundial caracterizado por el cre­
ciente tlujo de mercancías, inversión y servicios 
entre los países, conocido como proceso de 
mundia/ización de la economía, la Organización 
Internacional de Comercio (OMC) juega un papel 
importante como el marco institucional que resguar­
da las reglas liberales del Comercio Internacional y 
permite su desarrollo. Hoy en día, las normas de la 
OMC abarcan una gran variedad de campos que van 
más allá del comercio mismo e incluyen una varie­
dad de elementos del orden económico y financiero 
mundial, entre ellos, los servicios y la propiedad 
intelectual. 

En este proceso se han realizado continuas denun­
cias sobre Derechos Humanos, los que son afectados 
de manera más o menos directa por un proceso que 
parecería contribuir a la degradación de las condi­
ciones necesarias para su cumplimiento y protec­
ción. El debate ha llevado a la constitución de dos 
bandos: uno que sostiene que el libre comercio no 
daña sino que favorece a los Derechos Humanos; y, 
otro que sostiene lo contrario. 

El presente artículo, tiene como objetivo analizar las 
soluciones que se ofrecen para resolver ese posible 
conflicto, y construir un sistema legal internacional 
coherente. Dado que la situación actual de los estu­
dios respecto de este tema es incipiente, no pretende 
ofrecernos respuestas acabadas, sino más bien pre­
guntas y elementos para continuar el análisis y la 
reflexión sobre este tema. 

Carlos lópez Hurtado* 

INTRODUCCIÓN 

Al fenómeno mundial caracterizado por el creciente 
flujo de mercancías, inversión y servicios entre los 

países se le ha llegado a llamar proceso de mundiali­

zación de la economía. Uno de los componentes de 
este proceso es la liberalización del comercio. En este 
proceso, la Organización Internacional de Comercio 
(en adelante OMC), al igual que su antecesor, la 
secretaría del Acuerdo General de Tarifas y Aranceles 
(m,ís conocido por sus iniciales en inglés GATT), 
juegan un papel importante como el marco institucio­
nal que resguarda las reglas liberales del comercio 

internacional y permite su desarrollo. 

Hoy en día, lo que comenzó en la segunda postgue­

rra como un acuerdo base para liberalizar el flujo de 
mercancías entre países, abarca una gran variedad 

de campos que van más allá del comercio mismo e 
incluye una variedad de elementos del orden econó­
mico y financiero mundial. En efecto, bajo las reglas 
de la OMC no sólo encontramos ahora al GATT, sino 
que desde 1994, cuando se cerró la Ronda del 

Uruguay, se incluyeron también los servicios, la 

propiedad intelectual, y se comienzó a negociar 
nuevos aspectos como el comercio electrónico y las 

inversiones. 

En este proceso se han realizado continuas denuncids 
sobre Derechos Humanos, los que no sólo son dejd­
dos en el camino, olvidados, sino que son afectados 

de manera más o menos directa- según sea el caso­
por un proceso que parecería contribuir a la degrada­

ción de las condiciones para su realización. 
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El debate ha llevado a la constitución de dos bandos, 

uno que sostiene que el libre comercio no daña sino 

que favorece a los Derechos Humanos, y el otro que 
sostiene lo contrario. Ambos bandos asumen posicio­
nes a veces radicales, y han tenido, como telón de 
fondo, la acción de los organismos multilaterales, 

como id propia OMC y la Organización Internacional 
del Trabajo (en adelante OIT), cuyos mandatos están 
de <1iguna manera vinculados al problema. 

Este debate tiene natural mente dos aspectos que están 

1 ig<~dos, pero que pueden ser tratados separadamente. 
Un aspecto legal, que es el que aquí nos interesa en 
primer lugar, y otro aspecto de política social y 
económ ic.1, al que vamos a trdtar secundariamente en 
este ,Jrtículo a pesar de su innegable importancia. 

El problema en términos de Derecho Internacional se 
pl,mtea de la siguiente manera. Estando el Comercio 

Internacional regido por reglas cuyo sustento son los 
Tratados Internacionales y estando los Derechos Hu­
manos igualmente regidos por reglas establecidas en 
Tratados M u ltii<Jter a les, se plantea I<J pregunt<l de si las 

disposiciones de estos tratados son incompatibles las 

unas con las otras, y hasta qué punto. Es decir, si existe 
una situación de incompatibilidad de tratados y, por 

lo tanto, un conflicto entre las obligaciones que fluyen 
de ambos sistemas normativos convencionales. Y si 

éste fuera el caso, cúales son las reglas del Derecho 
lnternaciona 1 general para tratar y solucionar este tipo 
de ClSOS. 

Es por ello que es importante analizar en qué medida 

la irnplementcJción en el ámbito nacional de los 
Acuerdos lnterncJcionales de Libre Comercio afectan 

negativamente o minan otras políticas estatales desti­
nadas a la promoción de los Derechos Humanos de 
los habit<mtes en un país determinado. Evidentemen­
te, estamos aquí en un plano de políticas públicas, y 
no exclusivamente en el plano jurídico. No obstante, 
el an<~lisis de l<~s medidas de política pública interna 
es importante en cuanto éstas afectan el cumpl irniento 
de las obligaciones internacionales de un Estado Parte 
en m<lteria de Derechos Humanos establecidos en 
instrumentos internacionales. 

El presente artículo tiene corno objetivo analizar la 
rei,JCión entre los dos regímenes de Derecho Interna­
cional, el nivel de conflicto o incompatibilidad exis­

tente- si hubiera alguno-, y las soluciones que ofrece 

el Derecho Internacional para solucionar ese posible 
conflicto, así corno para resguardar y construir un 
sistema legal internacional coherente. Dado que la 

situación actual de los estudios en el terna es incipien­

te, no pretendernos ofrecer respuestas acabadas, sino 
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rná~; bien preguntas y elementos para continuar el 

análisis y la reflexión. 

Con esta intención vamos, primero, a desarrollar las 
principales características de los dos sistemas legales 
que analizarnos en este artículo. Un segundo punto 
analizará las distintas maneras en las cuales los ámbi­
tos de acción de cada régimen interactúan entre sí, y 

en qué medida los campos de regulación se sobrepo­

nen, de tal manera que las obligaciones que fluyen de 
los instrumentos internacionales se oponen entre ellas. 

En el tercer punto analizaremos las disposiciones 
dentro de los acuerdos de la OMC que establecen 
reglas para solucionar el probable conílicto o diver­

gencia con otras normas, e igualmente las correspon­
dientes disposiciones dentro de los tratados en mate­
ria de Derechos Humanos. El cuarto punto se deten­
drá en las reglas del Derecho Internacional existentes 
y a pi icables en estos casos. Finalmente ofreceremos 

algunas conclusiones. 

LOS SISTEMAS LEGALES EN CONFLICTO REAL 
O POTENCIAL 

El Comercio Internacional y sus actividades anexas 
está regulado por un conjunto de normas internacio­
nales, las cuales constituyen un verdadero régimen 
legal internacional. Lo mismo puede decirse de los 
Derechos Humanos. Ambos constituyen dos regíme­
nes separados y distintos. Sin embargo, comparten 
ciertos elementos comunes y se discute si existen 
vasos comunicantes entre los dos (algo que discutire­
mos más adelante). Así, se reconoce que los dos sub­

sistemas son parte del Derecho Internacional y com­

parten reglas básicas en materia de fuentes, sujetos y 

responsabilidad internacional. Las normas en materia 
de Tratados Internacionales, codificadas en la Con­
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 
son especialmente relevantes en este contexto en el 
que el núcleo de ambos regímenes esta íormado por 
Tratados Internacionales. 

El sistema legal de la OMC 

La OMC es más que una organización, es sobre todo 

un sistema de reglas que regulan el comercio y la 
actividad económica entre países. Es un régimen legal 
internacional que se basa en Tratados Internaciona­

les. Corno tal, está constituido por un acuerdo base, el 
acuerdo que constituye la OMC (Acuerdo de Marrase), 

y varios distintos acuerdos que operan bajo las mis­
mas reglas y a los cuales se aplican las reglas y 
mecanismos de la OMC. Estos acuerdos son: el GATT 
originalmente suscrito en 1947 pero modificado en la 
Ronda Uruguay y convertido en el actual GATT 1994; 
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el Acuerdo General sobre Comercio de Servicios 
(GATS); el Acuerdo sobre los Aspectos de la Propie­

dad Intelectual Relacionados al Comercio (ACPI); y 
varios otros acuerdos y entendimientos sobre produc­

tos agrícolas, textiles, la aplicación de medidas s<rni­
tarias y fitosanitarias, obstáculos técnicos al comer­

cio, así como los mecanismos aplicables para la 
resolución de diferencias

1
• 

El sistem.l o régimen legal de la OMC además de los 
trdtados, que constituyen las normas básicas de su 
funcionamiento, est;1 constituido, como todo régimen 
legal internacional, por normas y principios origina­
dos en otras fuentes del Derecho Internacional que no 

son tratados. Estas otras fuentes son la Costumbre 
Internacional, los Principios Generales del Derecho, 
y la Jurisprudencia Internacional, especialmente aque­
lla del propio Órgano de Resolución de Diferencias de 
la OMCc. 

Adem,ís de un conjunto de normas que rigen el 
comercio mundial, la OMC ofrece un mecanismo 

Cmico de aplicación y ejecución de sus reglas, que lo 

constituye como uno de los sistemas legales más 
avanzados ,1 nivel internacional. Este sistema de eje­

cución esta compuesto por el Órgano de Resolución 

de Diferencias (en adelante ORO), el cual esta encar­
g,¡do de solucionar los conflictos a través de un 

proceso cuasi-judicial
1

• Es en virtud de este mecanis­
mo que las normas de la OMC son ejecutadas de 
manera efectiva bajo la amenaza, para el país viola­
dor, de la aplicación de sanciones comerciales por 
parte de otro u otros países, previa autorización del 
ORO. Este mecanismo constituye una de las caracte­

rístic.ls principales del sistema legal de la OMC, es un 

sistemc1 basado en reglas que todos deben cumplir por 
igu,ll y el cual deja muy poco espacio para el clásico 

JUego de fuerzas diplomático. 

El sistema legal de Id OMC consagra un conjunto de 
principios y reglas que están contenidos en todos los 

.1cuerdos bajo la cobertura de la organización. Estos 
principios son: no discriminación entre los productos 
de otros países, y no discriminación entre productos 

nacionales y extranjeros. La primera se traduce en la 
cl:1usuld de l,1 Ndción M,'ls Favorecida, por la cual los 
países se comprometen a a pi icar el mismo tratamiento 
comerci,ll a todos sus socios comerciales. La segunda 

se materializa en el principio del Tratamiento Nacio­
nal, que obliga a todos los países a otorgar los mismos 
beneficios y trato a los productos nacionales y extran­

jeros. De esta manera, las relaciones comerciales 

entre los países están sujetas a reglas que prohiben un 
tratamiento discriminatorio de algunos con relación a 
otros por razones políticas o de otra índole. 
Adicionalmente, los diversos acuerdos de la OMC 

establecen una serie de reglas particulares y de alcan­
ce general como son reglas de transparencia en la 
política comercial y arancelaria, y tratamiento espe­
cial para los países en vías de desarrollo

4
. 

El régimen legal de los Derechos Humanos 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
contiene una serie de principios, reglas y mecanis­

mos de supervisión que lo hacen también un régi­
men jurídico. La mayor parte del corpus del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos está consti­
tuido por los Tratados Internacionales sobre la mate­
ria. Destacan por su importancia los dos grandes 
pactos: el Pacto Internacional de Derechos Econó­

micos, Sociales y Culturales- en adelante PIDESC­
y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí­

ticos -PIDCP-. Estos dos pactos constituyen, junto a 
la Declaración Universal de los derechos humanos, 

la piedra angular del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos (en adelante, DDHH). Otros 

tratados internacionales igualmente importantes in­
cluyen a la Convención sobre los Derechos de los 
Niños, la Convención Internacional contra toda For­
ma de Discriminación Racial, la Convención Inter­
nacional contra toda Forma de Discriminación con­

tra la Mujer, y la Convención Internacional contra la 

Tortura. 

El régimen internacional de los Derechos Humanos 
cuenta así mismo con mecanismos de supervisión, 

protección y promoción. En el ámbito regional existen 
las Cortes Europea e lnteramericana de Derechos 
Humanos, en el ámbito universal están los Comités 

encargados de supervisar la aplicación de los Pactos 
y Convenciones Internacionales de derechos huma­
nos arriba señalados. En el ámbito universal también 
encontramos a la Comisión y Sub-Comisión de Dere­
chos Humanos de las Naciones Unidas, encargadas 
de proteger y promover los derechos humanos Pn su 

Toclm estos acuerdos y entendimientos pueden encontrarse en ''Los resultados de la Ronda Uruguay de Negociaciones Corr1erciales 
tviulti latcra!Ps. Textos lt'g;1les". l'ubl icado en Cinebra por la secretaria de la O M C. También pueden consultarse en la p.ígina weh eJe la OMC: 
www.wto.org 
MAVROIDIS, 1'. y D. I'ALMETER: "The WTO le¡.; al system: Sources oí Law" American }ournal oí lnternational Law, volumen 92: 3, 1 'l'JB 
l'ara una visiún del sisWma de resolución de diferendos dentro de la OMC puede verse el Entendimiento sobre Reglas y Procedimientos que 
Regulan la Resolución de Diíercndos, en Op. Cit. nota 1 

' Tr,¡c/íng ínlo ti)(' Futurc, SccretaríJ de la OMC. Cinebra 2000. Puede consultarse en el Internet: www.wto.org 
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conjunto. Igualmente, la OIT como órgano especiali­
zado de las Naciones Unidas, tiene también resp::m­
s,¡bi 1 ida des con relación a ciertos derechos básicos de 
los trabajadores. Esta maquinaria cuasi-jurisdiccional 
o jurisdiccional es también la fuente de normas y 
est:indares internacionales en materia de Derechos 

Humanos que deben ser tomados en cuenta al mo­
mento de definir el contenido de las obligaciones 
internacionales en materia de DDHH. 

Entre los principios que constituyen los pilares del 
sisternd ¡urídico de protección de los Derechos Hu­

manos, encontramos de manera destacada el princi­
pio de no discriminación por razón de sexo, raza, 
n,JCionalidad, etc. Este principio esta contenido en el 
,Jrtículo 3 común a los dos Pactos y el artículo 2 de la 
Declar,Kión Universal. Igualmente, el artículo 1 co­

mún c1 los dos Pactos consagra el derecho a la 

,wtocleterminación y la prohibición de privar a un 
pueblo ele sus medios de subsistencia. Entre otras 
disposiciones importantes para el debate que nos 
ocupa, en el PIDESC están las siguientes: el derecho a 

la vida; a un nivel de vida digno, incluyendo el 
derecho a la alimentación; derecho a la salud y a la 

educación. Igualmente, diversos Tratados Internacio­

nales- aparte del PIDESC- garantizan la libertad de 
asocic1ción, incluyendo la asociación de los trabaja­

dores en sindicatos, y el derecho de negociación 
colectivd y huelga (Convención de la OIT 87, 98). La 
esclavitud y el trabajo esclavo y servil están prohibi­

dos por otras tantas convenciones internacionales. 
Muchc~s de estds prohibiciones, reglas y principios 
dPrivan su fuerza no sólo de las Convenciones o 
Tratddos Internacionales, sino también de la Costum­
bre lntern,Kional que vincula al conjunto de la Comu­
nidcJd Internacional. 

Lc1~ obligaciones de los Estc1dos que fluyen de los 
instrumentos internacionales tienen tres dimensiones, 

tJI como ha sido reconocido en la jurisprudencia y 
doctrina internacionales. Estas son: obligaciones de 
respetar, proteger y real izar'. Por otro lado, los instru­
mentos de Derechos Humanos establecen obligacio­

nes en términos generales y a veces vagos. Es por ello, 
que Id lc1bor de los actuales órganos y mecanismos de 
Derechos Humanos. como el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, es importante en 
tanto contribuye al establecimiento de estándares 
clc1ros que los Estados deben cumplir. No obstante, 
sigue siendo cierto que los instrumentos internaciona­

les no prescriben ningún medio o política específica 

para lograr los objetivos con relación a los derechos 
humanos sino que dejan a los Estados un gran margen 
de discreción

6
• 

LA RELACIÓN ENTRE EL SISTEMA 
MLJL TILA TERAL DE COMERCIO Y LA PROTEC­
CIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 

En los últimos tiempos se han cruzado múltiples 
acusaciones y alegatos, en diferentes sentidos, con 
referencia a la relación existente entre el Comercio 
Internacional y ciertos Derechos Humanos, en espe­
cial los derechos económicos y sociales. Es compren­
sible, sin embargo, que dada la juventud de los 
acuerdos de la OMC y del sistemJ multilateral en su 

conjunto, todavía no se llegue a conclusiones defini­
tivds, especialmente en ausencia de suficiente eviden­

cia. No obstante, se ha sostenido también que ciertas 

tendencias preocupantes pueden avizorarse ya, y que 
no estaría mal adoptar precauciones, ya que se trat;¡ de 

derechos fundamentales de tJI irnportJncia, que su 

protección no puede esperdr evidt'ncic~ concluyente 
en uno u otro sentido. 

Así, se han denunciado conflictos e inconsistencias en 

varios campos, incluidos los de salud, alimentación, 
derechos de autor, y de acceso al conocimiento y los 
avances científicos. En re a 1 idad, siendo los Derechos 
Humanos interdependientes e indivisibles no es extra­
ño que violaciones de unos se reflejen en violaciones 

de muchos otros más. Sin embargo, los casos y la 
evidencia no son abundantes, por lo cual es bueno, 
por el momento, limitar el análisis a los casos donde 

mayor evidencia existe. Dos son los cc~sos en los 
cuales, con mayor persistencia y una buena cantidad 
de datos y evidencia, se han denunciado incompati­
bilidades entre ambos sistemas legales o entre políti­
CJS comerciales y de protección de Derechos Huma­
nos. Estos son: el dominio de la protección de los 

derechos de propiedad intelectual, y el de los dere­

chos de los trabajadores. 

Efectos de la liberalización del Comercio Internacio­

nal en la realización de los Derechos Humanos 

Un conjunto de estudios publicados en los últimos 
años ha echado luces sobre diversos aspectos de esta 
cuestión. Entre ellos cabe mencionar, por su serie­
dad, a los estudios llevados a cabo por l,1 OIT y el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
-PNUD. 

AtJ,htricht Cuidc/ines on Vio/,Jlions o( [(()nomic, Social and Cultural Rights, reproducido en Netherl,lllds Quartcrly o( Hwnll1 l<ighb, 
volrrmcn 2 1 'J'J7, lirwamicnto (,,p. 247 
lhid. 1 irwarniento 8 
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Efectos en los derechos laborales 

En su informe final sobre el impacto social eJE la 
mundialización' l,1 OIT ha destacado la importancia 

de los flujos comerciales y de capitales, así como de 
las empresas multinacionales y la reorganización del 
sistema de producción a escala mundial, como ele­

mentos constitutivos del fenómeno de la ~lundializa­
ción. Hoy en día las exportaciones conforman casi un 
quinto del producto bruto mundial, cinco puntos 
porcentuales m,ís que en los años ochenta. La expor­
tación de servicios (construcción, telecomunicacio­

nes, etc.) crece más r.ípido que la de productos, pero 
es difícil medirla ya que, trat{mdose de servicios, no se 

observ.1 ningún movimiento material a través de las 
fronteras

11
• Al mismo tiempo que la inversión extranje­

ra direct.1 crece incesantemente, los flujos de capitales 
de corto plazo crecen aún más rápidamente y su 
volumen es mucho más grande que el intercambio de 
productos y servicios. El creciente papel de las empre­

sas multin,Kionales se expresa en su también crecien­
te participación en el producto bruto mundial: de 5 a 
7 por ciento en quince aí'íos. Con la finalidad de 

,1daptarse a la creciente competencia internacional, 
est.1s emprcs.1s han introducido más flexibilidad en 

sus operaciones intern.1s, y también han cambiado su 
rei,Kión con empres,1s nacionales y extr,mjeras. Mu­
chds de estas empresas tienden a concentrarse en un 
núcleo de ,1etivid,1des mínimo, las de más alto valor 
agreg,1do y ,1quellas que les permiten penetrar otros 
merc.1dos, y sub-contratar la provisión de partes y 
servicios de fuentes externas. Así, muchas empresas 

multinacionales h.1n establecido redes mundiales de 
producción que les permiten operar a escala globa( 

El impacto social de estos cambios en la economía y 
el comercio mundial- concretamente sobre los dere­

chos laborales de los trabajadores- son variados y de 

largo ,1lcance. El Comercio Internacional y la globali­
zación tienen, ciertamente, el potencial de mejorar el 

bienestar de la gente. "La mayoría de estudios compa­

rativos entre países concluyen que los flujos de co­
mercio y l,1 inversión extranjera directa están, c1l 
menos en el largo plazo, asociados a altas tasas de 

crecimiento económico e incremento de la producti-
.d d 1 , · " 10 s· b v1 a p.1r,1 a econom1a en su con¡unto . m em ar-

go, este resultado no parece ser automático, sino que 
requiere, al menos en el corto plazo, ajustes de 
tr,msición importantes que entr.Jñan ajustes laborales 
y pueden tener un impacto social en términos de 

creciente desigualdad social, inseguridad y creciente 
pre<:<uiedad en el empleo así como una tendencia 

regresiva en los sistemas tributarios. 

El informe de la OIT señala que en muchos países, 
como Chile, México, Colombia y Costa Rica, la libe­
ralización del comercio ha contribuido al incremento 

de la desigualdad de ingresos, mientras CJUe en otros 
pocos, como Mauricio o Corea del Sur, la situación ha 
sido inversa. Las nuevas tecnologías y formas de 

producción necesarias para lograr competitividad in­
ternacional han beneficiado a un segmento calificado 

de la masa laboral y ha desfavorecido a los traba¡ado­

res con poca o ninguna calificación. Por otro lado, la 
participación del trabajo en el Producto Bruto Interno 
de los países ha disminuido en todos los p.1íses desd­
rrollados, excepto en Estados Unidos donde experi­
menta una ligera alza. 

El incremento del comercio, como resultado de la 

liberalización, lleva a la creación de empleo en las 
industrias y sectores con mayor ventaja comparativa 
y a la pérdida de empleo en los sectores más expuestos 

a la competencia de las importaciones. Sin embargo, 

existe una percepción general izada de inseguridad en 
el puesto de trabajo, aunque los datos disponibles no 

muestran una tendencia concluyente a la menor du­
ración del período de empleo, sino variaciones fuertes 

por sectores: pérdidas en algunos y ganancias en 
otros. No obstante, los datos muestran también que 
hay una pérdida neta de empleos en el sector manu­
facturero que no ha sido compensada. 

Las formas atípicas de empleo son cada vez más 
comunes en muchos países. El trabajo informal (sin 

contrato y sin protección) y a tiempo parcial, así como 
el empleo temporal, se han incrementado desde la 
mitad de los ochenta. Aunque hay evidencia de varios 

países que tiende a confirmar una relación entre la 
mundialización económica y el incremento en el 
empleo atípico o no-estándar, evaluaciones cu,mtita­

tivas más precisas están todavía por hacerse. 

Para terminar este resumen de efectos sociales nega­

tivos de la liberalización del comercio en el mundo 
laboral, el informe de la OIT observa que, mientras 
una mayor actividad econórn ica incrementa los ingre­
sos de los gobiernos a través de más ingresos por 
impuestos, las actuales tendencias señalan un deterio­
ro de la base impositiva y los sistemas tributarios. Este 

Country Stuc/i(':; un //i(' Social lmpact o( Clohalization: Final 1\cport. Workin¡; P,nty on the Social Oimen.siom o( thc liheralization o/ 
tnf¡•mation,JI Trae/(', C lrg,mizdción lnlt>rnacional dt>l Trabajo, CB.276;WP/SDL/1 Ginebra, noviembre 199'! 
lhid. p:ll'r,JÍo<, 1 'J-21 
lhicl. p.írraíos 2S-2B 
lhicl. p.írr,1Ío lO 
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es el efecto de dos tendencias. Por un lado, los 
,1cuerdos de liberalización del comercio obligan a los 
Estados a reducir aranceles a la importación, lo cual 
genera en muchos casos menores ingresos y menor 
disponibilidad de recursos para que los gobiernos 
llevc·n a cabo programas sociales. Por el otro, hay una 
tendencia regresiva en forma de reducción de impues­
tos a los altos ingresos con la finalidad de incentivar el 

ahorro y la inversión, mientras que los impuestos a los 
ingrt·sm bajos y medios se han mantenido estables o 
se h,m incrementado 

11
. Todo esto ha contribuido a 

una m,1yor desigualdad. 

Los hallazgos y conclusiones, aunque parciales y con 

evidencia limitada, del informe de la OIT parecen 
confirmar las conclusiones de otros informes prepara­
dos en el sistema de las Naciones Unidas. Así, los 
informes del Relator Especial de la Sub-Comisión de 
Ndciones Unidds para la Protección y Promoción de 
los Derf'chos Humanos, el chileno José Bengoa, han 
ser1ai,Jdo ya hace algunos años algunas de las tenden­
ci,Js drriba mencionadas en la distribución del ingreso 
y sus cercanos efectos en el deterioro de los Derechos 

Humdnos a través del aumento de la pobreza
12

• El 

informe no parece prestar ni quitar apoyo a las afirma­

ciones y acusaciones hechas por sindicatos e investiga­

dores, en el sentido que la globalización, específica­
mente Id liberalización del Comercio lnterndcional, 
serí,1 la causa de una "carrera hacia abajo" entre países 
que en el intento por atraer inversión e insertarse de 
tndtlCrd m,ís competitiva en el mercado internacional, 
estarí,Hl rebaj,mdo artificialmente los estándares labo­
rales en su legislación 

1
l. Los sindicatos y varias orga­

nizdciones no gubernamentales (ONG's) argumen­
tan, c1sí mismo, que ciertos países estarían ganando en 

competitividad a través de pr<lc:ticas ilícitas como el 
uso de trabajo esclavo o la servidumbre y el trabajo de 
nir1os, todo lo cual contraviene Convenciones Inter­

nacionales concluidas en el contexto de la OIT. 

Efectos en los derechos a la salud, alimentación y 
acceso a la cultura y el conocimiento científico 

Al iguc1l que en el caso de los Derechos Laborales, 
aunque con m;ís insistenc:ic1 y cobertura por parte de 

lh1d. p,~m,ilos (, 1 ~(¡(, 

organizaciones internacionales, en los Crltimos tiem­
pos se ha llamado la atención sobre una serie de 
efectos que sobre ciertos Derechos Humanos tendría 

el régimen internacional de protección de la propie­
dad intelectual. 

Como se ha dicho anteriormente, uno de los acuerdos 
cubiertos por la OMC es el Acuerdo sobre Aspectos 

Relacionados al Comercio de la Propiedad Intelectual 
-ACPI (TRIPS por sus siglas en inglés). Este acuerdo 
generaliza un régimen mínimo de protección de la 
propiedad intelectual y lo somete al mecanismo de 
ejecución de la OMC, es decir, establece la posibili­
dad que sanciones comerciales puedan ser autoriza­

das contra países que no respetan los estándares de 
protección de propiedad intelectual establecidos en 
instrumentos internacionales ya vigentes (Convencio­
nes de Berna y Paris). 

El Acuerdo ACPI viene a reforzar y desarrollar una 
serie de tendencias insatisfactorias para la real izac:ión 
de ciertos Derechos Humanos. De manera especial, 

se dice que el régimen del ACPI presenta algunas 
características y problemas que afectan de manera 
negativa a los derechos contenidos en el artículo 15 
del PIDESC que establece el derecho de todos a: a) 

tomar parte en la vida cultural, b) gozar de los bene­

ficios del progreso científico y sus aplicaciones, y e) 
beneficiarse de la protección de los intereses morales 
y materiales resultantes de c:ualqu ier producción cien­
tífica, literaria o artística de la cual sea el autor. 

Se ha dicho que el régimen del ACPI genera efectos 

negativos sobre el progreso científico y sobre el acce­
so a sus beneficios. El motivo fundamental para prote­
ger la propiedad intelectual ha sido la necesidad de 
promover la investigación e innovación. Sin embargo, 

desde la década de los ochenta los gobiernos de los 
países desarrollados privilegian el desarrollo comer­
cial privado de la investigación científica. Esto ha 

llevado a la búsqueda de mayor protección de los 
resultados de Id investigación privada y del beneficio 
económico que de ella se deriva. El result1do neto es 

que cada vez más los resultados de la investigación 
científica están menos disponibles para el conjunto de 

L,1 rci,H i()11entre el gozo de los Derechos Humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales y la distribución del ingreso. 
lníornw 1111,1i preparado por )osé 13engoa, Relator Especial, Sub~Cornisión de Prevención de la Discriminación y Protección de Minorías E/ 
CN.4/Suh.2;1 1J'J7/'J 30 de junio de 1997; ver también el aditivo Pobreza, distnbución del ingreso y globalización: un reto <1 los derechos 
hu1narHJS. UCN 4/Sub.2!1lJ98/iJ presentado el 1 O de junio de 19913. 
Ld li!cr<Jtura sohr<' Pste punto es ab.undante y muy conocida. Para una visión de con1unto ver LEARY: "Virginia "Workcrs' Rights and 
lntcmdtional Trade: the Soci,¡/ C/,wsP(CATT, ILO, NA~TA, US /aws)" En: lntcrnational Trade and H,mnoniz,Jtion, Jagdish Bhagwdti y Robert 
I-lude< (ecb.! Eds. MIT Press, 19%; McCRUDDEN, Christopher y Anne DAVIES: "A pcrspcctive on Trade and LaLJUr Rights" }oumal of 
tntematiunal Eronomic Law 2000. p. 43~fl2. Ver también el iníorme "La mundializaci(m y su impacto en la realiz<Jciún dt> los dt'rt'< hos 
11LII11,Hlos"~ lníomw Preliminar presenlddo por 1. Oloka~Onyango y D. Udagama, Relatores bpecialt's. Sub~Comis1ún ck Protección y 
!'romo< i()n d<' Dcr<'chos Humanos, E;CN4;Sub.2;2000/13 15 de junio 2000 párrzlfos 2S~40 
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la comunidad científica, lo cual, a su vez, estaría 
deteniendo la innovación

14
. 

Se habla también de impactos negativos sobrE el 
derecho a la participación cultural. El sistema de 
propiedad intelectual actual no es aplicable al cono­
cimiento y creación artística indígena, y pocos paises 

han establecido un sistema sui generis, permitido por 
el ACPI, para protegerlos. Esta situación llevaría al 
res u Ita do siguiente, descrito por el Programa de Las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD): 

"Las nuevas leyes sobre patentes ponen escasa aten­

ción al conocimiento de los pueblos indígenas, deján­
dolos vulnera bies a las pretensiones de otros. Estas 

leyes ignoran la diversidad cultural en la creación y 
difusión de las innovaciones y la diversidad en con­
cepciones sobre qué se puede y debe poseer como 
propiedad, desde variedades de plantas hasta Id vida 
humana. El resultado es un robo silencioso de siglos 
de conocimiento desde países en desarrollo hacia 

. d 11· d ,i> paises esarro a os . 

C1sos de bio-piratería (como la patente obtenida en 
Estados Unidos por un centro de investigación en 

Colorado para l<1 quinua, u otro caso similar para el 
ayahuasca) denunci,1dos en los últimos tiempos han 
sido objeto de campan,1s de protesta y demandas de 
reversión de la patente, pero no siempre han obteni­
do, ni obtendrán, resultados satisfactorios al proteger 
el conocimiento colectivo o tradicional. 

Entre los casos m,'!s importantes, y mejor documenta­
dos, del neg;1tivo impilcto del régimen internacional 
de protección de la propiedad intelectual, se encuen­

tran aquellos que involucran el derecho a la salud y <1 
la alimentdción. Es bien sabido que la investigación y 
desarrollo de nuevas tecnologías y drogas en el campo 
farmacéutico y terapéutico se hacen con relación a la 
demdnda, par a responder necesidades de la gente que 
puede pagar por ellos. Siendo empresas privadas las 

que llevan a cabo la mayor parte de la inversión, 

investigación y producción de estos productos, su 
interés fundamental no está en responder a las nece­

sidades de la gente sino en obtener la mayor rentabi­
lidad posible por su inversión. La mayoría de la 
población mundial vive en países en desarrollo donde 

l<1s enfermedades tropicales, como la malaria, son los 
principales problemas sanitarios. M:1s del 70 por 
ciento de person.:1s afectadas por el virus del SI [)A 
viven en países en desarrollo. Sin embargo, estas 

personas tienen muy poco poder adquisitivo. El g.1sto 
per capita anual en medicamentos en India es 3 
dólares y en Bangladesh 1 dólar, mientras que el gdsto 
similar en Alemania llega a 111 dólares y en Estados 
Unidos a 191 dólares por año. La evidencia muestra 
que la investigación y des.:1rrollo de nuevas medicinas 

y drogas ha sido orientada más almercddo de países 
con capacíd.:1d adquisitiva 

1 
", dej:mdose sin c1tender 

las necesidades ligadas a la salud de lc1 mc1yoría de Id 

población mundial. Actualmente, por ejemplo, h.1y 
mucho rnás inversión en nuevos medic.:1rnentos y cos­
méticos para el envejecimiento, que par<1 tratar enferme­
dades endémicas corno la rnal.:1ria o la tuberculosis. 

El precio de los medicamentos es el elemento ci,JVe 
que determina el acceso a las medicinds y nuevos 

productos farmacéuticos. Se sabe que el otorgamiento 
de patentes lleva a un incremento de precim con 
relación al nivel que existiría sin la protección de l.1 

patente. L<1s medicinas patentadas cuestan m,1s que 

las medicinas genéricas similares. De hecho el objeto 

de la patente es otorgar d su poseedor un derecho de 

monopolio sobre el aprovechamiento cornercic1l del 
producto. De ahí que sólo el único productor posee­
dor de la patente pueda fijar el precio, sin competen­
cia alguna de otros productores, lo cualllevc1 generdl­

mente a precios altos y limita el acceso de la gente a 
esos productos. Los precios altos de lc1s medicinas 

patentadas, especialmente las nuevas, no permiten 
que ciudadanos pobres, la gran mayoría de los cuales 
viven en países en desarrollo, puedan acceder a ell.1s. 
También se ha obtenido alguna evidencia en el senti­
do que ciertas medicinas patentadas cuestiln rnás en 
países en des.:1rrollo que en países des,moll,lCJos

17
• 

Las empresas multinacionales, con el c~poyo de sus 

gobiernos, han sido acusadas de impedir que los 
países en desarrollo utilicen las opciones y excepcio­

nes que el Acuerdo ACPI ofrece. Estas excepciones se 
refieren a la importación paralela de productos y el 

otorgamiento obligatorio de licencias a otros produc­
tores. Estas excepciones están, naturalmente, su jetas a 
condiciones estrictas, pero podrían ser usadas por 

CHAI'MAN, Auurey R.: "Approaching lntellectuall'roperty as d Huf))an lúght: Oblig.1tions l<e/dted lo Arlicle 1 S( 1 !(el" lloc urncnto de 
drscusiún fHl",cntado en el día de discusrón general organizado por el Comité de llerechos Económicos, Socialc•s y Cultur,dc•s y l,1 

l'· Organiz,JCiún Mundi<JI de la Propiedad Intelectual. Documento ONU E/C.12/21J00/12, Cincbra 3 octubre 2000, vpr p,írraíos 55-S'! 
Hrunm DPvl'iopiiJen/1\e,uort 1 'J'J9, Programa de las Naciones Unidas para el llesarrollo. p. 68 

11
' DR.AH()S, Peter: "Hwnan lúghts, C'loÜJ!isation and lntellcctual Propcrty Right:,''. Trahajo presentado en el Taller sobre Corncrc 10, Finanzds 

e lnVl'rsiorws Interna( iondles. orgdnizado por el CoiTlité de Derechos Económicos y Soci,JI<Cs de la ONU y la Co,1liciún ele ( JNC ;, INCHf,(ITI, 
1 'J de agosto 2000. p. 7; ver LliTlbién UNDP: "Human Oevelopment Report" 1 'J'J'J, op. e it. nota 15. p. 6B-6'J 
UIAI'MAN, A: op. cit. nota 14, p.írraío 61 
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cualquier gobierno en caso de necesidad para impor­
tar medicinas a un precio más bajo que el que existe 
en el mercado local u obligar al poseedor de la patente 
a permitir que otros productores fabriquen la medici­
ncl a un precio menor. Sin embargo, muy pocos países 
en desarrollo se han atrevido a u ti 1 izar estas excepcio­

nes debido a las presiones de ciertos países desarrolla­
dos, en especial los Estados Unidos, para que no lo 

h<~g;!ll. Un reciente incidente entre Sud África y los 
Estados Unidos ilustra muy bien este punto. Después 
de h,1ber enfrentado la resistencia de compañías far­
m<~céuticas y del gobierno norteamericano para su 

program,1 de producción de medicinas de alivio para 
el SIDA, el cual involucra el otorgamiento obligatorio 

<lmplio de licencias a otros productores, el gobierno 
sudafricano finalmente obtuvo del gobierno norte­
,Jmcricano el compromiso que este último no intenta­
rí,J ¡wn,llizarlo por su programa de medicinas para el 
SIDA. Frente d la presión de Id opinión pública nacio­
n<l 1 e i nternaciona 1 el presidente de los Estados U nidos 
firmú und orden en ese sentido, la cual atrajo críticas 

de I,Js compañíds farmacéuticas. Finalmente, estas 
últim,ls declararon su voluntad de colaborar con el 
progr<~rna de las Naciones Un idas para el combate del 

SIDA en la facilitación de medicinas de alivio de esta 
. j j b . 111 entermec ac a aJO costo . 

Findlnwnte, el sistema internacional de propiedad inte­
lectudl parece presentar ciertos peligros para el dere­
cho d 1<~ alimentación. La extensión de patentes para 

v<1riedades específic.1s de plantas ha significado que 
un<~s pocds grandes compañías agro-alimentarias sean 
las propietarias únicas del germoplasma de importan­
tes productos. Por ejemplo, la muy conocida empresa 
Monsanto sería la poseedora de la patente de toda la 
soyd genéticamente tratada en Europa. Los derechos de 
las 1 O más grandes compañías agroal imentarias se 
extienden al 32 por ciento de la industria de semillas 
comerciales y al 85 por ciento de los pesticidas. La 
práctic1 de los campesinos de utilizarpartede la cosecha 

como semilld para la próxima temporada de siembra 
estaría también amenazada, ya que los propietarios de la 
semilla no son ellos sino Id empresa agroalimentaria. Esta 

situación ha sido interpretada como un caso de priva­
ción a los campesinos de sus medios de subsistencia y 
una directa amenaza a la seguridad alimentaria de miles 
de millones de ellos en el mundo. 

Obligaciones de Derecho Internacional en conflicto 
o divergentes 

Las diversas situaciones descritas en la sección ante­

rior son situaciones en las que, de manera directa o 

indirecta, los objetivos de protección y promoción de 
ciertos derechos humanos se ven afectados. A este 
respecto debe distinguirse diversas situaciones tipo. 
Un primer tipo de situación se da cuando ciertas 

prácticas y tendencias en la economía internacional 
generan condiciones poco propicias para el respeto 
de ciertos derechos sociales y económicos. Dichas 
prácticas y tendencias no responden a una obligación 

internacional. Por ejemplo, los programas de ajuste 
estructural, incluyendo procesos de privatización y 
desregulación de la economía, no son materia de 
Derecho Internacional pues son básicamente decisio­

nes políticas de cada país (tomadas muchas veces 
bajo presión de los organismos financieros multilate­
rales). Un segundo tipo de situación se da cuando 

ciertas políticas y medidas económicas y sociales son 
implementadas por los países en cumplimiento de 
obligaciones derivadas de tratados internacionales. 
Por ejemplo, se ha visto en líneas anteriores que 
ciertas obligaciones bajo el Acuerdo ACPI estarían 
siendo implementadas por los países de manera que 
perjudican algunos Derechos Fundamentales, como 

el derecho a la salud y a 1 imentación de todos. En todas 
estas situaciones, la violación de los Derechos Huma­

nos por acción u omisión del Estado constituye una 

violación de sus obligaciones internacionales, cual­

quiera sea el motivo que subyace detrás. 

Sin embargo, en ninguna de las dos situaciones ante­
riores podríamos hablar de conflicto de obligaciones 

o disposiciones internacionales o de conflicto entre 
dos tratados (por un lado, los tratados u obligc1ciones 
de Derechos Humanos y, por el otro lado, los tratados 
u obligaciones de liberalización del comercio). Estas 
dos situaciones nos remiten solamente a un conflicto, 
o divergencia si se quiere, entre políticas públicas. 
Entre los objetivos y diseños de ciertas políticas públi­

cas y los objetivos y diseños de otras. Entre la manera 
como ciertas políticas son implementadas y la rela­
ción o coordinación entre ellas. Este tipo de conflictos 

deben, por lo tanto, generalmente resolverse al nivel 
de diseño de políticas públicas. Distinto es el caso 
cuando se trata de conflictos entre normas. 

Los casos de obligaciones internacionales en conflic­

to para un mismo país no son frecuentes en la práctica 
del Derecho Internacional. De hecho, pocos artículos 
o trabajos de investigación se han llevado a cabo y 
publicado sobre la materia. La regla o principio gene­
ral existente es una presunción de compatibilidad o de 

ausencia de conflictos. Se presume que el Estado que 
asume obligaciones internacionales bajo diversos tra­

tados, se asegura que puede cumplirlas todas a la vez. 

Contem¡Jor.Jry f'r,wtice of the United St.Jies, American }oumal of lntemational Law. volumen 94, 2000. p. 541-542 
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Sin embargo, casos de conflicto pueden ocurrir .. En 

opinión de algunos eso es lo que estaría ocurriendo en 
el caso de los acuerdos de la OMC y las convenciones 
de Derechos Humanos. Así, en una reciente resolu­
ción sobre el Acuerdo ACPI y los Derechos Humanos, 
la Sub-Comisión de las Naciones Unidas para la 
Protección y Promoción de los DDHH declaró: 

" ... que como la implementación del acuerdoACPI no 
refleja adecuadamente la naturaleza fundamental e 
indivisibilidad de todos los derechos humanos, inclu­
yendo el derecho de todos a gozar de los beneficios 
del progreso científico y sus aplicaciones, el derecho 

a la salud, el derecho a la alimentación, y el derecho 

a la autodeterminación, hay conflictos aparentes en­
tre el régimen de los derechos de propiedad intelec­
tual encarnado en el acuerdo ACPI, por un lado, y el 
derecho internacional de los Derechos Humanos, por 

1'1 
el otro" (subrayado nuestro) 

No se han hecho afirmaciones similares en referencia 
a ningún otro grupo de derechos. Sin embargo, el 

énfasis de varias ONG's en el concepto de primacía 
de las obligaciones de Derechos Humanos con res­

pecto a cualquier otro acuerdo parece reflejar el 
entendimiento que un cierto nivel de conflicto existe 

entre las obligaciones de liberalización del Comercio 
Internacional y las obligaciones de Derechos Huma­
nos. Un conílicto que sería resuelto a favor de las 
segundas en detrimento de las primeras. 

REGLAS DE COMPATIBILIDAD DENTRO DE 
LOS ACUERDOS DE LA OMC Y LOS TRATA­
DOS DERECHOS HUMANOS 

Como se ha visto anteriormente, hay varias formas en 
que la operación del sistema internacional de comer­
cio afectaría negativamente la protección de Dere­

chos Humanos. La mayor parte de estos conflictos 
parecen remitirse al plano de las políticas públicas y, 
por tanto, pueden resolverse a ese nivel. Esto requiere, 

naturalmente, un nivel de coordinación de políticas 

económicas y sociales a escala global, ya que los 
problemas y las decisiones se presentan también a 

escala global. Los problemas y discusiones a este nivel 
se concentran en el concepto de gobierno mundial 
(global governance, en inglés). 

Por otro lado, en el ámbito jurídico, es necesario 
examinar el posible conflicto que pudiera existir entre 

los tratados y obligaciones de Derechos Humanos y 
los de Comercio Internacional. 

En Derecho Internacional no existe una jerarquía 
entre normas como la que existe en los órdenes 
jurídicos internos de cada país. Todos los tratados 

internacionales son, a falta de disposiciones expresas 
dentro de ellos que los pongan en una relación 
jerárquica de subordinación el uno frente al otro, de 
la misma jerarquía. Lo mismo se dice de todas las 
fuentes del Derecho Internacional. Por regla general, 
las normas de Derecho Internacional no conforman 
una jerarquía de normas por razón de sus fuentes

211
• 

Existen en doctrina normas perentorias llamadas jus 
cogens, pero éstas pueden lo mismo estar incluidas en 
un tratado o ser parte únicamente de la costumbre 
internacional. Su naturaleza perentoria y superior no 
viene dada por su origen en la costumbre o el tratado, 
sino por su contenido. 

Ciertos tratados internacionales contienen clcíusulas 
de compatibilidad o subordinación con relación a 

otros tratados. El ejemplo más claro es la Carta de las 

Naciones Unidas, la cual en su artículo 103 dispone 
que las obligaciones de los Estados miembros en 
virtud de la misma prevalecen sobre toda otra obliga­

ción convencional. De la misma manera, la mayoría 
de los acuerdos comerciales de la OMC y también 

varias convenciones internacionales de DDHH con­
tienen clcíusulas de compatibilidad. De modo que 
antes de concluir en la existencia de una incompati­

bi 1 idad entre las disposiciones de estos tratados, debe­

reí examinarse las cláusulas de compatibilidad que 
éstos contienen y que pudieran prevenir posibles 
conflictos. 

Cláusulas de compatibilidad en los acuerdos de la 
OMC 

El Acuerdo de Marrakesh que establece la OMC 

contiene, en su preámbulo, el reconocimiento de los 

Estados que "las relaciones en el campo del comercio 

y esfuerzo económico deben conducirse con el obje­
tivo de mejorar los niveles de vida, asegurando pleno 

empleo y un largo y permanentemente creciente 
volumen de ingreso real y demanda efectiva". Esta 
declaración comparte un lenguaje común con el 
artículo 55 de la Carta de la ONU, que proclama que 
las Naciones Unidas deberán promover niveles más 
altos de vida, pleno empleo y condiciones de progreso 

,., Dt•rpcho, de l'ropiedJd lntelectuJI y Derechos Humanos, resolución de IJ Sub-Comisión de Protección y Promoción de los LJDHH, E/CN.4/ 
Suh.2;20U0/7 
SEIDL-HOHENVELDERN, lgnJz: "Hierarchyoftreaties". En: "Essays on the LawofTreaties. A Collection oíEssays in Honouroí!Jcrt Vicrda¡;", 
jan Klabhers y Ren(• Leieber (eds.l. Martinus Nijhoff Publishers. La Haya, Londres, Boston, 1998, p. 8. Ver también WOLFKE, Ka rol: "Trcatics 
and Custom: Aspccts o( intcrrdation" en el mismo volumen. 
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económico y social. La similitud de estas dos declara­
ciones ha sido subrayada como la existencia de obje­
tivos comunes a las dos organizaciones in1ernaciona­
les y como elemento interpretativo a favor dE la 
compatibilidad entre los dos sistemas. 

El Acuerdo General de Tarifas y Arancel e~., conocido 
por sus siglas GATT en inglés, contiene también una 
cláusula de compatibilidad. El artículo XX del GATT 
de 1994 señala que: 

" ... nada en este acuerdo será interpretado como un 
impedimento para la adopción o ejecución por parte 
de las Partes Contratantes de medidas: 

a) Necesarias para la protección de la moral pública; 

b) Necesarias para la protección de la vida y salud 
humanas, vegetal y animal; 

e) Relacionadas a los productos del trabajo en pri­
sión; 

La parte introductoria de esta cláusula condiciona la 
justificación de estas medidas a que las mismas sean 
implementadas de manera que no se discrimine entre 
países donde imperan iguales condiciones y no se 
practique un proteccionismo disfrazado. 

El Acuerdo Gener.1l sobre Comercio de Servicios con­
tiene un.1 cláusula similar, el artículo XIV. Este artículo 
reproduce el lenguaje del artículo XX del GA TT, pero 
agrega la frase "para mantener el orden público" en el 
numeral a) sobre moral pública, lo cual se ha interpre­
tado como una extensión de la excepción. 

Por su lado, el Acuerdo ACPI contiene una serie de 
disposiciones que establecen un m.1rco en el cual los 
Estados pueden adoptar excepciones a la protección 
de la propiedad intelectual. Así, los artículos 13, 17, 
y 30 que contienen un lenguaje similar, consagran el 
derecho de los Estados a establecer limitaciones o 
excepciones a los derechos de copyright, marcas y 
patentes, pero establecen también la obligación de 
tomar en cuenta los intereses del propietario de la 
marca, o de no perjudicar de manera no razonable los 
intereses legítimos del poseedor del copyright. Final­
mente, el artículo 27.2 establece excepciones al otor­
gamiento de patentes. Este artículo permite a los 

Estados denegar patentes, cuando ello es necesario 
para "proteger el orden público o la moralidad, inclu-

yendo la protección de la vida y salud humane~, animal 
y wgetal". 

Toclas estas cláusulas de compatibilidad han sido 
intErpretadas de manera diversa por los analistas. Se 
reconoce, por un lado, que estos acuerdos comercia­
les -=ontemplan amplias excepciones que, en princi­
pio, permitirían a los Estados adoptar medidas para 
la protección de intereses sociales, entre ellos la 
protección de los DDHH, aun a costa de restringir el 
Comercio Internacional. Los artículos XX del GATT 
y XIV del GATS establecen una regla de compatibi­
lidad. La frase "nada en este acuerdo será interpreta­
do ... " significa que los términos del acuerdo deberán 
siempre interpretarse de forma que los Estados ten­
gan amplia discreción para implementar medidas 
restrictivas del comercio necesarias para proteger la 
moral, la vida y la salud humana, siempre y cuando 
estas medidas se apliquen de manera no 
discriminatoria. Si hubiese que interpretar estos artí­
culos desde la perspectiva de los Derechos Huma­
nos, podríamos llegar a la conclusión que estos 
últimos están en gran medida reflejados en aquellas 
excepciones. Por ejemplo, en un reciente caso en el 
órgano de resolución de diferencias de la OMC, el 
Grupo Especial a cargo del caso elaboró un informe 
que considera que la prohibición a la importación y 
comercialización de asbesto impuesta por Francia 
en su territorio está justificada por el artículo XX b) 
del GATT

21
• El Grupo Especial consideró que la 

adopción de la medida por Francia responde a un 
legítimo objetivo de política pública en tanto la 
misma está destinada a la protección de la salud de 
los trabajadores y de la población expuesta a los 
efectos cancerígenos del asbesto. 

Vale recordar aquí que los Estados están en principio 
libres de adoptar las medidas y políticas que conside­
ren convenientes para cumplir con sus obligaciones 
internacionales en materia de DDHH. Sin embargo, 
cuando esta 1 ibertad es 1 imitada por obligaciones bajo 
tratados de Comercio Internacional, los propios trata­
dos comerciales establecen excepciones que dejan 
un margen de acción substancial para los Estados. Si 
ese margen de acción es suficiente para permitir a los 
Estados cumplir con sus obligaciones en materia de 
DDHH, es difícil decirlo por el momento. Los casos 
que hasta el momento se han decidido en el órgano 
jurisdiccional de la OMC sugieren una respuesta 
positiva. Pero son pocos casos, mientras que las 
denuncias son muchas y la evidencia recién está 
recolectándose. 

Comunidades Europeas- Medidas que afectan el asbesto y productos que contienen asbesto. Informe del Crupo Especial WT/DS135/R 18 
Ul' septiembre 2000. El caso esta pendiente ahora en el Ór)'ano de Apelación. 
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Por otro lado, se ha originado un gran debate en torno 
a si las excepciones del artículo XX del GATT o 
artículo XIV del GATS pueden ser utilizadas por los 

Estados para promover o proteger los DDHH en el 
territorio de otros países. Algunos países, investigado­
res, académicos y Confederaciones Internacionales 

de sindicatos sostienen que los Estados deben poder 
adoptar medidas que prohiban o limiten la importa­
ción y/o comercialización de productos que vienen 
de países donde se violan de manera grosera los 
Derechos Humanos (ejemplos: pr~ctica de trabajo 
esclavo y servidumbre, trabajo inf,mtil forzoso, repre­
sión a la libertad de asociación, etc.). Con frecuencia 

se hace alusión a los casos de Birmania (actual 

Myanmar), China y Pakistán, como ejemplos m~s 
flagrantes de pr~cticas prohibidas. Se sostiene que 
estas medidas deberían ser justificadas bajo el artículo 

XX del CA TT, bajo la excepción de "protección de la 
moral pública" u otros

22
. 

A este respecto habría que notar únicamente que estas 
propuestas implican una serie de cuestiones de Dere­

cho Comercial Internacional y de Derecho Interna­
cional General que aún est~n siendo discutidas y lo 
serán en el futuro próximo. Hasta el momento sólo 
existen especulaciones y posiciones teóricas sobre el 

tema. No existe una interpretación jurisprudencia! 
sobre la aplicJCión del artículo XX.a). 

Disposiciones de compatibilidad en tratados de De­
rechos Humanos 

Algunos tratados de Derechos Humanos contienen 
cl:lllsulas de compatibilidad entre sus disposiciones 

y las de otros tratados. Sin embargo, no son la 
tota 1 idad. E 1 PI DESC y el PI DCP contienen ambos 
cl~usulas redactadas en los mismos términos. Así, el 
artículo 24 del PIDESC y su equivalente artículo 46 

en el PIDCP, establecen que nada en los Pactos ser~ 
interpret,1do de manera que perjudique las disposi­
ciones de la Carta de las Naciones Unidas y de las 

constituciones de las agencias especializadas que 
deíi nen sus responsabilidades respectivas en asuntos 
contempl<~dos en los Pactos. Los artículos 25 del 

PIDESC y 47 del PIDCP establecen que n<Jda en esos 

Pactos deberá interpretarse de manera que perjudi­
que el derecho inherente de los pueblo~• a gozar y 
utilizar plena y libremente su riqueza y recursos 
naturales. 

Sin perjuicio de la utilidad de estas cl~usulas en lo que 
respecta al papel de las diversas organizaciones del 
sistema de las Naciones Unidas en el tema de los DDHH, 
resulta evidente que no son cláusulas que establezcan 

reglas de compatibilidad con otros tratados en general, 
y concretamente con los tratados de índole económica. 

REGLAS DEL DERECHO INTERNACIONAL GE­
NERAL PARA LA SOLUCIÓN DE CONFLICTOS 
ENTRE TRATADOS 

Como se ha dicho anteriormente, existe una presun­
ción en Derecho Internacional en el sentido que las 

obligaciones adquiridas por un Estado en virtud de 
diversos tratados internacionales son compatibles 
entre ellas. Cualquier conflicto real o potencial no 
debe presumirse sino que, por el contrario, deberá 

probarse
23

• 

Por otro lado, en cuanto a las reglas aplicables para 

prevenir casos de conflictos de obligaciones conven­
cionales, un principio fundamental del Derecho de 

Tratados establece que, en principio, dichas reglas 
serán aquellas establecidas por los Estados parte de los 
tratados en los que exista un conflicto potencial. Sin 
embargo, en ausencia de una regla establecida por las 
partes pueden aplicarse las reglas del Derecho Inter­
nacional general, algunas de ellas codificadas en la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Trata­
dos de 1969. 

El artículo 30 de la Convención de Viena establece 

reglas para la a pi icación de tratados sucesivos concer­
nientes a la misma materia. La primera regla, en el 
numeral1, asigna prioridad a la Carta de las Naciones 

Unidas, mientras que la segunda regla, numeral 2, 
establece que debe aplicarse la voluntad de las partes 
expresada en el tratado. El numeral 3, establece la 

regla /ex posterior abroga/ priore: 

"Cuando todas las partes en el tratado anterior sean 

también partes en el tratado posterior, pero el tratado 
anterior no quede terminado ni su aplicación suspen­
dida ... , el tratado anterior se aplicará únicamente en 

la medida en que sus disposiciones sean compatibles 
con las del tratado posterior". 

Las disposiciones de la Convención de Viena nos dan 

un conjunto de elementos para evaluar, primero, la 

Vl'r cnlrl' otros CHAKNOVITZ, Sil've: "The moral exceptio1' in GATT". Virginia }oumal o( lnternational Law volumen 38 1998; HOWSE, 
Kobert: "Thc World Trade Organization and the Protection of Workers' Rights". Journal oí S mal/ Business Law, vol. 3 1999; HOWSE, Robcrt 
y Mabu MUTUA: "Protecting Human Rights in a Global Economy. Challenges for thc WTO". lntemational Centre íor Human Rights and 
0('mucratic 0('velopment, 2000 

,, MAKC:EAU, Cahriellc: "A Cal/ íor Cohcrence inlnternalio/l,ll Law. Praises for the Prohibition Against 'clinical isolation' in WTO Dispute 
Scttlemcnt". journal of World Trade, volumen 33:5, 1999. p. 87 
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Carlos Lópe.z_H__l:ll"!ado _______________ .... ~~-

existencia de un conflicto entre tratados y, segundo, 
para resolver el conflicto cuando los dos tratados han 
sido concluidos en tiempos distintos. Cabe destacar a 
este respecto, que el artículo 30 se aplica en caso' de 
tratados sucesivos concernientes a la misma materia. 

En el mismo sentido, el Órgano de Apelaciones de la 

OMC considera que tres son las condiciones que 
deben ser satisfechas para que exista un conflicto 
entre dos tratados: 

"Primero, los tratados en cuestión deben tener los 
mismos Estados parte. Segundo, los tratados deben 
cubrir la misma materia ... Tercero, las disposiciones 
deben estar en conflicto, en el sentido que ellas deben 

imponer obligaciones que son mutuamente 
1 

,2·1 
exc uyentes . 

Los ,¡cuerdos de la OMC y los dos principales Pactos 
de fJDHH cuentan casi con la misma membresía de 
Estados (hacia noviembre del año 2000, 138 Estados 

er,m miembros de la OMC mientras que el PIDCP y el 
PI DESC tienen 144 y 142 Estados parte respectiva­
mente). Además, parece más o menos claro que 
existen unas cuantas áreas comunes en las cuales 
tratados de Comercio Internacional y los de DDHH se 
sobreponen el uno al otro (especialmente el Acuerdo 
ACPI y el artículo 15 del PIDESC

2
'). Por tanto, no sería 

nada extraño que ciertas obligaciones en ambos regí­
menes convencionales pudieran interpretarse como 

mutuamente excluyentes. Para ello, sin embargo, será 
neces;:nio que se demuestre que las obligaciones en 
conflicto no pueden ser cumplidas simultáneamente. 

Ahora bien, para determinar si una obligación puede 
ser cumplida o no, es necesario determinar previa­
mente su contenido, es decir, en qué consiste la 
obligación en cuestión. Es en este punto donde se 
descubre la debilidad de algunas obligaciones de 

DDHH. Como se ha visto en la primera parte de este 
trabajo, las obligaciones en los dos grandes Pactos de 
DDHH, especialmente en el PIDESC, están redacta­
das de manera general y a veces vaga, de modo que 
es difícil establecer obligaciones precisas con las 
cuales las obligaciones de otros tratados pudieran ser 
incompatibles. Es cierto que los órganos supervisores 

de algunos tratados de Derechos Humanos, notable­
mente los Comités del PIDESC y del PIDCP, han 

contribuido de manera importante en la clarificación 
de las obligaciones contenidas en los Pactos a través 

de sus Observaciones Generales. Sin embargo, esta 
labor es limitada y quedan aún muchas obligaciones 
por clarificar. Por ejemplo, el artículo 15 del PIDESC, 
en materia del derecho de acceso al conocimiento 
científico y cultural y a sus aplicaciones, contiene 
obLgaciones que necesitan desarrollo y clarificación 
de parte del órgano supervisor

2
r,. 

No obstante todas estas 1 imitaciones, la Sub-Comisión 

de las Naciones Unidas para la Promoción y Protec­
ción de los DDHH ha sugerido una regla general 
aplicable en caso de conflicto de obligaciones inter­

nacionales. La Sub-Comisión, junto a un grupo de 
ONG's de DDHH, asignan primacía a las obligacio­
nes de DDHH sobre cualquier otra obligación inter­
nacional para los Estados. En su reciente resolución 
sobre el Acuerdo ACPI y los DDHH, la Sub-Comisión: 

"Recuerda a todos los gobiernos la primacía de las 

obligaciones de derechos humanos sobre políticas y 

acuerdos económicos" 

Este lenguaje ha sido retomado de resoluciones pre­

vias de la Sub-Comisión en las cuales ella se declaró: 

"Convencida de la necesidad de volver a enfatizar la 
centralidad y primacía de las obligaciones de dere­
chos humanos en todas las áreas del gobierno y el 

desarrollo, incluyendo las políticas, acuerdos y prác­
ticas de comercio, inversión y finanzas a nivel inter­
nacional y regional

27
" (subrayado nuestro) 

Aunque es difícil establecer el valor jurídico de estas 

resoluciones de la Sub-Comisión -quizás puedan ser 
tomadas en cuenta como un elemento en la formación 
de una opinio juris internacional-, lo cierto es que por 
el momento la única utilidad de la fórmula es su valor 
de recomendación. Resulta así muy oportuno que la 
Sub-comisión recuerde y enfatice a los Estados que en 
caso de conflicto entre sus obligaciones de Derechos 
Humanos y otras obligaciones en virtud de los trata­
dos de Comercio Internacional, deben optar por sus 
obligaciones de Derechos Humanos, sin que eso 

signifique, por el momento, que unas obligaciones 

son jerárquicamente superiores a las otras. Sin embar­
go, el debate no está acabado, y ésta y otras fórmulas 

Indonesia -Certain Measures Aííecting the Automobi/e lndustry. Informe del Órgano de Apelaciones WT/0554/R, WT/DS55/R, WT/0559/ 
R, y WT/DS64/R nota de pie de página 649. p. 329-330 
Ver KWAKWA, Edward: "lntellectua/ Property Law comes oí Age as a Human Rights Concept". Aírica Legal Aid C)uarterly, )anuary-March 
2000. p. 5-11 
Vc'r CHAPMAN, Audrey R.: op. cit. nota 14, párrafo 39 y 71 
Human Rights as thc fJrimary Objective oí Tradc, lnvcstment and Financia/ Po/icy. Resolución de la Sub-Comisión 1998/12 E/CN.4/Suh.2/ 
rec,/ 19911/12 

THEMIS 42 
200 



necesitan un an,ílisis más profundo que no es materia 
del presente artículo. 

CONCLUSIONES 

La primera observación a modo de conclusión es que 
el estado del debate sobre la relación entre el régimen 

legdl del Comercio Internacional y el régimen legal 
internacional de los Derechos Humanos está todavía 
en sus inicios. En esta etapa recién se están recogiendo 
datos y reuniendo evidencias en distintos sentidos. 
Uno de los aspectos positivos de esta etapa es que se 
comienza a poner atención a ciertos aspectos que 
antes pasaban desapercibidos. Uno de ellos es el 
marco de Derecho Internacional necesario para ga­
rantizar la coherencia entre los regímenes y/o siste­
mas. En este artículo hemos tratado de recordar y 
subrayar id importancia de una aproximación jurídica 
al problema y los requisitos que dicha aproximación 
demandd. 

Los argumentos sobre los efectos negativos de la 
implementación de los acuerdos de liberalización del 
Comercio lnternaciondl son serios y necesitan aten­
ción y an,11isis. L.1 mayorí,1 de ellos apuntan a señ;1lar 
el imp,1cto ncg,ltivo del nuevo conjunto de regl.1s de 

Comercio Internacional debido, fundamentalmente, 
,1 un.¡ insuficiencid o negligencia de regulación de los 
Derechos Humdnos. Mientras los nuevos tr,ltadn' de 
Comercio Internacional posibilitan y garantiz,m los 

negocios comerciales, cuyos principales beneficia­
rios son las compañías multinacionales, se deja com­

pletamente de lado d los derechos fundamentales de 
los ciud,Jdanos. Mientras las reglas del comercio 

mundial están respaldadas por la maquinaria de eje­
cución eficiente e implacable de la OMC, los Dere­
chcs Humanos están protegidos por un mecanismo 
aún débil, que se basa en gran medida en la buena 
voluntad de los Estados y en la persuasión y "diálogo 
constructivo" entre los órganos de supervisión de 
éstos tratados y los Estados. La diferencia de protec­
ción que ofrece el régimen jurídico internacional a los 

intereses comerciales, por un lado, y a los Derechos 
Humanos, por el otro, ha originado acusaciones de 
desbalance y desequilibrio en el sistema que deben 
ser consideradas seriamente. 

Sin embargo, cómo y qué mecanismo institucional es 
el más adecuado para dotar de mayor protección d los 
Derechos Humanos frente al nuevo contexto mundidl 
establecido por la mundialización de la economía, es 
una cuestión que origina fuertes controversic~s. Mien­

tras algunos piensan que la OMC no es la institución 
más apropiada para aplicar y garantizar las normas de 

Derechos Humanos, y que debería dejarse a otras 
instituciones, como la OIT, y a los propios Estados ese 
papel (lo cual seria permitido por las excepciones 
dentro de los acuerdos de la OMC), otros piensan que 
la OMC debería tomar parte en la aplicación y garan­
tía universal de los Derechos Humanos permitiendo, 

entre otras cosas, que los Estados apliquen sanciones 
comerciales a aquellos otros Estados que cometen 
serias violaciones de los Derechos Humanos. El deba­
te está recién comenzando. Están en juego no sólo el 

futuro de la protección internacional de los Derechos 

Humanos sino también, algo que no debe perderse de 
vista, importantes intereses económicos y comercia­

les y la posibilidad de desarrollo de los países del sur. 
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